JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Extinción. Despido indirecto. Rechazo de la suspensión aplicada. Cobro de indemnización. Improcedencia. La actora se negó a notificarse por escrito de la suspensión. Zerpa Justina Ester c/Splendid Bouchard Hotel S.R.L. s/despido, C.N.A.T., Sala VIII, 5/2/09.

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 5 días del mes de febrero de 2009, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden a votar en el siguiente orden:

La Dra. Gabriela A. Vázquez dijo:

I. La señora jueza “a quo”, a fs. 401/405, rechazó la demanda orientada al cobro de indemnización por despido y otros créditos de naturaleza laboral.

II. Contra tal decisión se alza la actora, según la memoria de fs. 413/419, contestada a fs. 423/427 por la contraria. La representación letrada de la actora, a f. 420, y las peritos contador (a f. 406) y calígrafo (a f. 411) impugnan sus honorarios por bajos.

III. La actora postula la revisión global del decisorio y en mi parecer no le asiste razón.

Recuerdo que la actora habiendo ingresado a laborar a las órdenes de la demandada, como mucama, el 1/10/83 se consideró despedida el 6/6/06 por la falta de pago de horas extras y porque consideró ilegítima la suspensión por tres días que le aplicara la patronal el 18/5/06.

La queja es improcedente.

De inicio, no es cierto que la empleadora no haya probado el incidente que motivó la sanción, esto es, la discusión con otra compañera de trabajo, con gritos, pelea y hasta intento de agresión física que sucedió en el lobby del hotel y en presencia de numerosas personas que conformaban una delegación. Cómo habría de probarlo la demandada sino con las personas que lo presenciaron.

La apelante cuestiona la convicción que se proyecta en grado a partir de las declaraciones de Miranda (fs. 219/221), Ríos (f. 222), Martínez (fs. 231/233) y Arce (fs. 245/247).

Sin embargo, la disonancia entre las declaraciones que se alega aparece insustancial porque no se explicita esa “tercera versión” de la que se habla al apelar y la mera remisión a presentaciones anteriores no es suficiente para constituir agravio (art. 116 de la L.O.).

La suspensión se ajustó a lo normado por el art. 67 de la L.O.

Está claro que la actora se negó a notificarse por escrito de la suspensión que le era aplicada y más allá del derecho que invoca a negarse a ser notificada por escrito –que, desde el principio general de buena fe, es de dudosa existencia– lo cierto es que conoció la sanción y la comunicación por tal medio sólo aspiró a validar la medida desde el plano del art. 218 de la L.C.T. que exige la notificación por escrito.

Por ello, lo que alega la recurrente en cuanto a que se le hizo saber una sanción que aún no se había comunicado es improcedente.

No es admisible el reclamo por trabajos en tiempo suplementario.

La efectiva prestación de tareas en exceso de la jornada legal no se encuentra acreditada en autos (art. 377 del C.P.C.C.N.).

Que el horario de descanso no fuera fichado no es argumento para desconocer su existencia probada.

Que en las posiciones se reconociere el ingreso a las 8:00 y el egreso a las 17:00 no es contradictorio con el hecho acreditado de los descansos intermedios.

En otro orden conceptual, esta Sala ha dicho que la falta de exhibición de las planillas horarias, no activa –salvo actividades especiales, C.C.T. de los gastronómicos– la presunción del art. 55 de la L.C.T., por lo que no hay obligación legal de llevarlas ni de conservarlas.

Las interrupciones no son “períodos de inactividad a que obligue la prestación” (art. 197 de la L.C.T.).

En orden a los certificados, no media agravio para la apelante, si éstos ya fueron entregados por el principal.

IV. La solución propiciada implica confirmar lo resuelto en materia de costas (art. 68 del C.P.C.C.N.).

V. Los honorarios recurridos, en función de la importancia, mérito y extensión de los trabajos realizados, son equitativos (arts. 6, 7, 37, 39 de la Ley 21.839, 3 del Dto.-Ley 16.638/ 57, Ley 20.243 y art. 38 de la L.O.).

VI. En definitiva, propongo: se confirme la sentencia apelada en lo que fue motivo de recurso y agravio; se impongan las costas de Alzada a la actora (art. 68 del C.P.C.C.N.) y se regulen los honorarios de los letrados de la actora y de la demandada, por sus trabajos en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%), respectivamente, de lo fijado por la anterior (art. 14 de la L.A.).

El Dr. Luis Alberto Catardo dijo:

Que, por compartir sus fundamentos, adhiere al voto que antecede.

El Dr. Juan Carlos E. Morando no vota (art. 125 Ley 18.345).

Por ello,

EL TRIBUNAL
RESUELVE:

I. Confirmar la sentencia apelada en lo que fue motivo de recurso y agravio.

II. Imponer las costas de Alzada a la actora.

III. Regular los honorarios de los letrados de la actora y de la demandada, por sus trabajos en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%), respectivamente, de lo fijado por la anterior.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse.

Gabriela A. Vázquez; Luis Alberto Catardo, jueces de Cámara.

Ante mí: Alicia E. Meseri, secretaria.

